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A C U E R D O
En la ciudad de La Plata, a 23 de octubre de 2019, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Soria, Kogan, Genoud, se reúnen los señores Jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 125.687 "V., R. E. ‑Particular damnificada- s/ Recurso de queja en causa n° 900.809 de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Lomas de Zamora, Sala II ‑seguida a C. A. M.-".
A N T E C E D E N T E S
La Sala Segunda de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de Lomas de Zamora, mediante el pronunciamiento dictado el 18 de septiembre de 2014, desestimó los recursos de apelación de la fiscalía y de la particular damnificada y, en consecuencia, ratificó la absolución de C. A. M. en orden al delito de abuso sexual simple (v. fs. 486/488).
[bookmark: _GoBack]La señora R. E. V. ‑en su carácter de particular damnificada- con el patrocinio letrado del doctor Marcelo Manuel Magdalena dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (v. fs. 460/484), el que fue declarado inadmisible por el Tribunal de Alzada (v. fs. 486/488). Contra esa decisión, esa parte articuló queja en los términos del art. 486 bis del Código Procesal Penal (v. fs. 582/591 vta.). Por resolución del 17 de agosto de 2016, este Cuerpo admitió la misma y concedió la vía extraordinaria en trato (v. fs. 595/596 vta.). 
Oído el señor Procurador General (v. fs. 612/620 vta.), dictada la providencia de autos a fs. 621, y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente
C U E S T I Ó N
¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto?
V O T A C I Ó N
A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:
I. El hecho por el cual se dictó absolución en las dos instancias previas fue calificado en la requisitoria fiscal como abuso sexual simple en los términos del art. 119, párrafo 1 del Código Penal y descripto del siguiente modo: "En fecha indeterminada pero en el período de tiempo comprendido entre el 14 de noviembre de 2005 y el 20 de noviembre de 2008, en la oficina contigua al drugstore de la estación de servicios Shell, [...] de la localidad y partido de Lanús, el Sr. C. A. M., aprovechando la relación de dependencia que lo unía con la Srta. R. E. V., empleada del establecimiento, abusó sexualmente de ésta última, en el horario de trabajo cumplido por la empleada, mediante tocamientos inverecundos en los glúteos" (fs. 372 vta.).
II. Ante esta Corte la recurrente alegó la falta absoluta de perspectiva de género en el enfoque de juzgamiento del caso de violencia contra la mujer denunciado (v. fs. 469 vta.). Sostuvo que el acoso y el abuso sexual de mujeres en el ámbito laboral es una de las manifestaciones de la violencia de género de mayor crecimiento en los últimos años, por lo que entendió que dicha situación reclama en nuestro país un adecuado tratamiento en el marco del derecho penal.
Aludió a que muchas veces las mujeres cargan con el estereotipo de ser quien provoca al abusador, cuando en realidad son las víctimas del mismo (v. fs. 470). Y que esa mirada es también una forma de violencia de género que fortalece el desequilibrio cultural a favor del hombre y en desmedro de la mujer, reduciéndola a un objeto sexual.
En apoyo de su postura trajo a colación fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos como así también la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer que en su preámbulo refiere a la existencia de la relación social de poder y dominación desigual y discriminatoria en demérito de las mujeres (v. fs. 470 y vta.).
Señaló que pese al derecho a la igualdad consagrado en nuestra Constitución nacional desde 1853, las mujeres continúan siendo un grupo que sufre discriminaciones a partir de su género y que ello se ve reflejado ‑asimismo- cuando deben recurrir a los tribunales de justicia a fin de lograr la resolución de un conflicto, tal como ocurre en este caso (v. fs. 471).
Alegó que en la sentencia de la Sala Segunda, sólo en el voto del doctor Little se hace una mención, aunque dogmática, de la valoración de la prueba con relación a la normativa de la ley 26.485 y a la Convención de Belém do Pará, satisfaciendo de modo aparente la exigencia de adecuada fundamentación, pues los sentenciantes omitieron evaluar los agravios planteados por esa parte (v. fs. 472).
Por ello, tachó de arbitrario el fallo por carecer de la debida perspectiva de género en la valoración de los hechos y las pruebas, lo cual según dijo "...significa que los jueces no tomaron real y efectivamente en consideración la relación social y cultural de poder y dominación desigual y discriminatoria que nos perjudica a las mujeres, ni las características del contexto en las que se desarrolló el hecho de violencia de género que me ha tocado padecer a manos del encartado (relación laboral de dependencia con el agresor)" (fs. 472). Explicó también que fue despedida por no haber accedido a las "apetencias del abusador sexual" (fs. 470).
La recurrente alegó que es indudable la prueba de la falta de consentimiento de la víctima respecto de los tocamientos de índole sexual y controvirtió el argumento empleado por la Cámara a ese respecto. La defensa objetó que, según la Cámara, una pretendida relación íntima ‑que, además, negó- entre la víctima y el victimario implicaría consentir que el hombre, en todo momento y lugar, dispusiera del cuerpo de la mujer para manosearlo a su antojo, con lo cual su conducta sería atípica (v. fs. 474 y sigs.).
La parte sostiene que, a contrario de lo concluido por el Tribunal de Alzada, la damnificada fue categórica "...en todas sus deposiciones respecto de la negativa ante los tocamientos inverecundos del encausado" (fs. 475 y vta.), y que el fallo atacado revela concepciones estereotipadas, soslayando o descalificando su declaración a pesar de que, según la Corte Interamericana, constituye el elemento probatorio fundamental en este tipo de procesos pues "...en un contexto judicial que incluya la perspectiva de género, se debe tener presente con fundamental relevancia, la declaración testimonial de esta víctima..." (fs. 476).
Planteó que, además, existe prueba testimonial ‑que analizó más adelante, a fs. 476 y siguientes- que corrobora los dichos de la denunciante e insistió en que, aun cuando se tratara de una relación amorosa, la mujer no quedaba privada de protección penal en caso de faltar su consentimiento (v. fs. 476 vta. y 477).
Al alegar sobre las probanzas, la defensa se ocupó de las objeciones a los testimonios que corroboraban la versión de la víctima (testigos cuya credibilidad fue puesta en duda por tener acciones legales iniciadas contra el acusado), se refirió al mérito de quienes depusieron a favor del imputado así como a la aplicación del principio de la duda, y resaltó los dichos de quienes no tenían pleito alguno con aquél (v. fs. 477 y sigs.). 
Para concluir su fundamentación sobre el vicio de arbitrariedad y la falta de perspectiva de género en la valoración probatoria, analizó las conclusiones de las pericias psicológicas practicadas a las partes (v. fs. 482).
III. El señor Procurador General propició el acogimiento del remedio intentado (v. fs. 612/620 vta.), y así corresponde resolver, según se verá a continuación.
IV. La Cámara de Apelación y Garantías confirmó el veredicto absolutorio dictado en la instancia de mérito.
El doctor Soukop ‑que inauguró el acuerdo- señaló (v. fs. 444 y sigs.): 
"...la lectura de la sentencia, de impecable factura, nos revela una cuidadosa síntesis inicial en orden a las líneas argumentales de la Fiscalía, el particular damnificado, como de la Defensa, repasando luego las versiones que a lo largo del debate expusieron los múltiples testigos, para recalar en caracterizada doctrina y precedentes jurisprudenciales sobre aquellas aristas y notas que caracterizan los distintos sistemas de valoración de la prueba, incluyendo en ello la normativa del art. 31 ley 26485, el precedente 'Leiva M.C.' de la CSN, y la Convención de Belem do Pará (conf. ley 24632)"
"Antes de adentrarnos en el detallado análisis de la prueba producida, el sentenciante considera estructurado el cargo en la directa imputación que efectúa la denunciante, abonada por el único testigo –F.-, que refiere haber observado los tocamientos en los glúteos ‑únicos indicados en la intimación-, aunado a otros hechos de naturaleza semejante, pero ajenos al debate, y el estado de aflicción de la víctima, mientras trabajó a las órdenes del incusado, todo ello según el reporte de ex compañeros y allegados"
"Adelanta su parecer indicando que tanto las participaciones de conocimiento que sustentan la acusación, como las que dan credibilidad a la versión del incuso y la de aquellos que la abonan, dando por cierta la relación íntima entre M. y su empleada, poseen grietas, que obturan en definitiva la aprobación de lo que cada bando sostiene".
"Cabe hacer mención que el incusado nada ha dicho sobre el pretendido vínculo, pues se acogió a su derecho a no deponer (art. 18, C.N.) en la etapa inicial, al igual que durante el debate, siendo entonces sólo los testigos quienes refutaron la versión de la denunciante, al explayarse sobre el pretendido vínculo íntimo".
El revisor consideró "impecable y aguda" la ponderación realizada en la instancia de mérito respecto de cada testimonio y continuó:
"Si bien la denunciante ha negado enfáticamente la relación con el encartado, como las salidas junto al aludido, B. y A., la visita a la finca del conocido de M. de apellido V. o las relaciones sexuales con los compañeros de trabajo S. y N., como su intervención en la foto a la que hacen referencia éstos, manteniéndose en su negativa en las múltiples audiencias de careo sostenidas con los aludidos, lo cierto es que el sentenciante no ha advertido notas de mendacidad en los que la contradicen, y respecto de V., en el contradictorio con A., la notó menos solvente, evaluación de las participaciones de conocimiento, que como indicara ‘supra’ no adolecen de las notas típicas de absurdo o arbitrariedad que sólo podrían mellar el análisis de racionalidad practicado por el sentenciante, al fundar su convicción sobre las mismas". 
"Adentrándonos en los distintos testimonios, y manteniendo la línea sostenida en el fallo, se dijo que salvo Hudson, que a juicio del sentenciante es aquella que aparece como la única fuente no contaminada, ni por parentesco, amistad con V. o interés, que no es lo que acontece con el resto de aquellos que abonaron de alguna manera la versión de la denunciante, ya sea percibiendo los tocamientos (caso de F.) o los estados de angustia o llanto motivados en aquellos (A., S., G., C. y G.), deteniéndose en tal sentido el decisorio en ponderar cuidadosamente aquellas circunstancias que le restaban crédito a las participaciones de conocimiento de todos ellos; en el caso de F. ‑único observador del abuso-, por un juicio de daños y perjuicios derivado de la causa penal seguida contra el nocente, o por las acciones legales iniciadas contra el incuso en los casos de A. y C., o por la relación familiar de los restantes". 
"Las notas que afeblecían ambas versiones en orden a la supuesta relación íntima que sostenían la denunciante y el empleador M., y de cuya existencia se nutriría el consentimiento que alejaría la tipicidad del abuso, ha sido motivo de cuidadoso análisis a lo largo del fallo, y en verdad no encuentro mácula a partir del juicio de racionalidad que basado en las reglas de la psicología, experiencia común y el recto entendimiento, ha llevado al Magistrado a estimar no acreditada con suficiencia la intolerancia de la denunciante en orden al hecho intimado, aspecto este último medular para la resolución del caso, pues el factum ‑limitado sólo a los tocamientos en los glúteos, en la oficina contigua al 'Drugstore'-, sólo hacía referencia en verdad a un sólo acontecer de abuso, lo que si bien guardaba correspondencia con el marco legal asignado desprovisto de toda nota de reiteración (art. 55 C.P.), no parece compadecerse con los múltiples hechos a los que alude la Fiscalía en su alegato final, cometidos supuestamente durante los años 2005 a 2008, singularidad e insuficiencia a la vez, dado que no encuentro el suceso debidamente circunstanciado, [...] todo lo cual ha de llevar a la homologación de lo actuado...".
Por su parte, el doctor Little adhirió y añadió que no debían emplearse en la argumentación referencias al carácter de la denunciante para no incurrir en una revictimización. También mencionó, aunque sin explicar cómo se aplicaban al caso, el precedente "Leiva" de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (sent. de 1-XI-2011) y el "respeto acérrimo" de los principios receptados en la Convención de Belém do Pará y en la ley 26.485 de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres (v. fs. 445 vta./446 vta.).
V. Esa misma perspectiva había sido la adoptada en la absolución dictada por el juez en lo correccional, quien expresó: "...los tocamientos, per se, no dirimen la contienda ‑eso está acreditado-, sino en la medida de correr el velo de la supuesta relación afectiva ‑o como se le quiera rotular- entre V. y M...." (fs. 399). El magistrado se interrogó: "...¿fue o no fue R. V. novia-pareja-amante de C. A. M., a la sazón jefe de la joven mientras esta se desempeñaba a las órdenes del empresario en la estación de servicio y, por ende, los roces y/o tocamientos se consienten en el trance de un vínculo suplementario al laboral?" (ibídem). Luego insistió en que "...el tema del vínculo suplementario al contrato de trabajo cruza todo este juicio en la medida de propender a la resignificación de los tocamientos" (fs. 400).
A lo largo de su análisis de los testimonios y los alegatos de las partes el juez correccional adoptó ese punto de vista, concerniente a la supuesta relevancia de un pretendido "vinculo suplementario al laboral" (v. fs. 400 vta. y sigs.) y lo mantuvo en lo que tituló como "examen definitivo" del caso (v. fs. 405 vta.), concluyendo que por la duda, la posición entre las partes antagónicas "...no logra inclinarse hacia la hipótesis del abuso, los tocamientos inverecundos no consentidos" (v. fs. 407 vta.), a consecuencia de lo cual consideró no demostrada la materialidad ilícita (v. fs. 408 vta.).
VI. El recurso es procedente, pues tal como lo sostiene la impugnante el fallo es arbitrario al haber sido dictado sin perspectiva de género, aun cuando la parte así lo había solicitado al alegar sobre la falta de aplicación real de la ley 24.632 que aprobó la Convención de Belem do Pará y de la ley 26.485 de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres (v. fs. 429/430 vta.).
VI.1. El fallo transcripto deja en evidencia ‑en lo que resulta inteligible de la argumentación del a quo-, que el tribunal además de no haber considerado creíble a la denunciante, computó como aspecto "medular para la resolución de[l] caso" (fs. 445) que, de haber mediado una relación íntima entre las partes, cabía derivar que la mujer había consentido el hecho objeto de la acusación. 
Ahora bien, sin perjuicio de otras consideraciones, este fundamento, por prejuicioso, no puede dar sostén constitucionalmente válido al pronunciamiento impugnado.
Por otra parte, el uso formal en la sentencia del derecho internacional de los derechos humanos, limitándose a la cita de normas pero sin aplicarlas, es inútil para justificar que se ha juzgado con perspectiva de género.
VI.2. La jueza Highton de Nolasco señaló en el caso "Leiva" (sent. de 1-XI-2011) ‑fallo mencionado pero en modo alguno atendido por los juzgadores-: "3°) Que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra La Mujer ‑ 'Convención de Belem do Pará' (aprobada a través de la ley 24.632), en su preámbulo sostiene que la violencia contra la mujer constituye '...una violación a los derechos humanos y las libertades fundamentales...', '...una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres...'. Asimismo, al referirse a cuáles son los derechos que se pretende proteger a través del instrumento, menciona en primer término que toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado (artículo 3°). 4°) Que por otra parte, la ley 26.485 de 'Protección Integral de la Mujer' (reglamentada mediante el decreto 1011/2010), que apunta a erradicar cualquier tipo de discriminación entre varones y mujeres y a garantizar a estas últimas el derecho a vivir una vida sin violencia, declara que sus disposiciones son de orden público (artículo 1°) y define los diversos tipos de violencia a la que puede ser sometida una mujer así como también las distintas modalidades en que suele ser ejercida (artículos 5° y 6°); pone en cabeza de los poderes del estado la obligación de adoptar políticas y generar los medios necesarios para lograr los fines perseguidos por la norma (artículo 7°); y finalmente establece un principio de amplitud probatoria '...para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quienes son sus naturales testigos...', tanto para tener por acreditados los hechos cuanto para resolver en un fallo al respecto (artículos 6° y 31)".
En esta materia, esta Suprema Corte tiene dicho que para determinar si el hecho imputado debe quedar comprendido o no en los términos de la "Convención de Belem do Pará", el juzgador debe analizar y ponderar ‑necesariamente- el contexto fáctico y jurídico, esto es, circunstancias anteriores y concomitantes, al ilícito en juzgamiento (conf. causas P. 128.910, sent. de 17-VIII-2016; P. 128.468, sent. de 12-IV-2017; P. 130-580, resol. de 11-VII-2018; e.o.) y que la violencia sexual constituye una de las formas específicas de violencia contra la mujer (causa P. 124.615, sent. de 20-IX-2017).
Según tales criterios, en este caso corresponde el juzgamiento con perspectiva de género en virtud del contexto de desigualdad negativo para la mujer en el cual se denunció como producido el abuso sexual, desigualdad derivada de la relación asimétrica de poder propia del vínculo de empleo que tenía la víctima con el imputado. El juzgar con esa perspectiva propende a garantizar el ejercicio de los derechos de las mujeres, la igualdad de género y una tutela judicial efectiva, evitando la reproducción de estereotipos que dan por supuesto el modo en que deben comportarse las personas en función de su sexo o género.
VI. 3. El empleo de estereotipos de género en el razonamiento de los jueces constituye uno de los obstáculos que impiden a las mujeres el ejercicio de su derecho de acceder a la justicia en condiciones de igualdad, y conduce a descalificar su credibilidad y a asignarles una responsabilidad tácita por los hechos denunciados, por ejemplo, en virtud de su relación ‑real o supuesta- con el agresor. 
En términos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ‑considerando lo que resulta pertinente, mutatis mutandi, para este juicio-, "...el estereotipo de género se refiere a una pre-concepción de atributos o características poseídas o papeles que son o deberían ser ejecutados por hombres y mujeres respectivamente. Teniendo en cuenta las manifestaciones efectuadas por el Estado (supra párr. 398), es posible asociar la subordinación de la mujer a prácticas basadas en estereotipos de género socialmente dominantes y socialmente persistentes, condiciones que se agravan cuando los estereotipos se reflejan, implícita o explícitamente, en políticas y prácticas, particularmente en el razonamiento y el lenguaje de las autoridades de policía judicial, como ocurrió en el presente caso. La creación y uso de estereotipos se convierte en una de las causas y consecuencias de la violencia de género en contra de la mujer" ("Caso González y otras 'Campo Algodonero' Vs. México", sentencia de 16-XI-2009, párr. 401).
En este litigio, la idea de que, de mediar una "relación íntima", puede inferirse que la mujer consiente ser manoseada sexualmente en su lugar de trabajo ‑cuando la aquí denunciante negó rotundamente haber brindado su asentimiento- constituye un prejuicio de género que da por sentada la inferioridad o subordinación de la mujer. El carácter discriminatorio de este estereotipo de tolerancia o consentimiento atribuido a la mujer queda en evidencia porque difícilmente pueda imaginarse que se propusiera una interpretación semejante en caso de que la víctima fuera un hombre. 
Se trata, entonces, de una distinción injusta en detrimento de la mujer, por razón de género, que la revictimiza. Dar por supuesto el consentimiento a este tipo de comportamientos masculinos implica la degradación de la mujer, minimizando su dignidad.
Aquí, a pesar de que "...una garantía para el acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia sexual debe ser la previsión de reglas para la valoración de la prueba que evite afirmaciones, insinuaciones y alusiones estereotipadas" (CIDH, "Caso Espinoza Gonzáles vs. Perú", sentencia de 20 de noviembre de 2014, pár. 278), dicho prejuicio llevó a restar valor a la declaración de la denunciante en cuanto negó haber aceptado el manoseo sexual imputado y condujo al juzgador también a soslayar el peso de la desigual posición de las partes por mediar un vínculo en el cual el denunciado era empleador de la mujer.
En este último aspecto el juez correccional añadió un estereotipo sobre los roles sexuales al expresar que R. V. no tenía una imperiosa necesidad laboral pues vivía con sus padres, a diferencia de una de las testigos, que era madre de tres hijos de los cuales era el único sostén (v. fs. 407). Aunque la ley 26.485 (art. 6.c) describe entre las formas en que se manifiestan los distintos tipos de violencia contra las mujeres la discriminación en los ámbitos de trabajo públicos o privados por la obstaculización de la permanencia en el mismo, el magistrado empleó en este caso un criterio que discrimina a la mujer en la esfera laboral, al desconocer su derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano (art. 11.1. "a", de la CEDAW). 
No debe perderse de vista que el principio de amplia libertad probatoria ‑arts. 16.1 y 31 de la ley 26.485- no implica una flexibilización de los estándares probatorios sino que "está destinado, en primer lugar, a desalentar el sesgo discriminatorio que tradicionalmente ha regido la valoración probatoria a través de visiones estereotipadas o prejuiciosas sobre la víctima o la persona acusada" (Protocolo para la investigación y litigio de casos de muertes violentas de mujeres (femicidios) de la Procuración General de la Nación, año 2018, pto. 4.2.2.).
El punto de vista del juez tuvo el efecto perjudicial de imponerle una carga adicional basada en su género, consistente en que debería haberse evidenciado que la denunciante "necesitaba" trabajar por alguna razón en especial, obviando que, por el contrario, le asistía el derecho al trabajo sin condicionamientos. En el informe periódico de la Argentina ‑CEDAW/C/ARG/CO/7-, el Comité expresó su preocupación por la persistencia de estereotipos discriminatorios con respecto a las funciones y responsabilidades de la mujer y el hombre en la familia y en la sociedad (v. también Rebecca Cook y Simone Cusack; Estereotipo de Género, Perspectivas Legales Transnacionales, University Of Pennsylvania, Press, 2009)(conf. causa A. 72.474, sent. de 28-XI-2018).
VI.4. En el intento de demostrar la existencia de una relación que excedía lo laboral entre aquéllos, se evidenció otro prejuicio ya que la indagación de los testigos convocados al debate apuntó en buena medida a develar la vida personal (sexual) de la denunciante, sobre la cual declararon algunos de sus compañeros de trabajo. 
Conforme lo resolvió esta Suprema Corte en causa P. 121.783 (sent. de 5-XII-2018) si bien el Estatuto de Roma no es un cuerpo normativo aplicable al caso ya que no se trata de ninguna de las hipótesis que allí se regulan, ello no implica que no pueda acudirse a su texto como orientador en otros supuestos. Las Reglas de Procedimiento y Prueba para la aplicación de dicho Estatuto enuncian una serie de principios de la prueba en casos de violencia sexual ‑allí, en contextos de encierro- (Regla 70) que resultan de utilidad. En particular en cuanto indican que "El consentimiento no podrá inferirse de ninguna palabra o conducta de la víctima cuando la fuerza, la amenaza de la fuerza, la coacción o el aprovechamiento de un entorno coercitivo hayan disminuido su capacidad para dar un consentimiento voluntario y libre" (inc. "a"); que "El consentimiento no podrá inferirse del silencio o de la falta de resistencia de la víctima a la supuesta violencia sexual" (inc. "c") y que "La credibilidad, la honorabilidad o la disponibilidad sexual de la víctima o de un testigo no podrán inferirse de la naturaleza sexual del comportamiento anterior o posterior de la víctima o de un testigo" (inc. "d").
Conviene reiterar aquí que el principio de amplia libertad probatoria propende, entre otros, al objetivo de desalentar el sesgo discriminatorio en la valoración de la prueba.
Esa averiguación sobre la conducta de R. V. llevó incluso al magistrado del juicio oral a emplear un lenguaje no compatible con la dignidad de las víctimas (v. fs. 371 vta., 397 vta., 403 vta., 406), poniendo en evidencia nuevamente un sesgo perjudicial a la denunciante.
VI.5. En consecuencia, un pronunciamiento judicial que se fundamenta en una argumentación basada en los prejuicios de género indicados no es válido en tanto no se garantiza el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y de patrones estereotipados de comportamiento, contraviniendo "el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación", reconocido en el art. 6.b. de la Convención de Belem do Pará. Por el contrario, contribuye al mantenimiento de patrones discriminatorios.
En este sentido, la Recomendación General n° 28 del Comité CEDAW señala en el párrafo 10 que "Los Estados partes tienen la obligación de no discriminar a la mujer por acción u omisión; además, están obligados a reaccionar activamente ante la discriminación contra la mujer, independientemente de que esas acciones u omisiones sean cometidas por el Estado o por actores privados..." y la Recomendación General n° 19 del mismo Comité establece en el párrafo 11 que "Las actitudes tradicionales según las cuales se considera a la mujer como subordinada o se le atribuyen funciones estereotipadas perpetúan la difusión de prácticas que entrañan violencia o coacción...".
VI.6. Ante una decisión judicial como la aquí impugnada, la sentencia que la descalifica constituye per se una forma de reparación, como lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el "Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú" (sentencia de 25 de noviembre de 2006, párr. 470.7).
En ese fallo, además, se declararon aplicables las disposiciones de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer ‑Convención de Belem do Pará- "...ya que especifican y complementan las obligaciones que tiene el Estado con respecto al cumplimiento de los derechos consagrados en la Convención Americana" (párr. 379). Dicho órgano tomó como referencia de interpretación las disposiciones pertinentes de aquella Convención y de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer ‑CEDAW-, "...ya que estos instrumentos complementan el corpus juris internacional en materia de protección de la integridad personal de las mujeres, del cual forma parte la Convención Americana", ("Caso González y otras 'Campo Algodonero' Vs. México", sentencia de 16-XI-2009, párr. 225).
El Tribunal interamericano ha puesto de relieve que "El deber general del artículo 2 de la Convención Americana implica la adopción de medidas en dos vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención. Por la otra, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías" (CIDH, "Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú", sentencia de 30 de mayo de 1999, párr. 207).
Acerca de la obligación de garantía, la misma Corte "...ha establecido que puede ser cumplida de diferentes maneras, en función del derecho específico que el Estado deba garantizar y de las particulares necesidades de protección. Esta obligación implica el deber de los Estados de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos" ("Campo Algodonero", op. cit., párr. 236).
La Corte Interamericana advirtió que "...la ineficacia judicial frente a casos individuales de violencia contra las mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita y promueve la repetición de los hechos de violencia en general y envía un mensaje según el cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y aceptada como parte del diario vivir" ("Campo Algodonero", op. cit., párr. 388). Y ello, añadió la Corte, "...favorece su perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad en las mujeres, así como una persistente desconfianza de éstas en el sistema de administración de justicia" (ibídem, párr. 400).
Sobre tal obligación el art. 7 de la Convención de Belem do Pará establece que "Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas, orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo [entre otras cuestiones] lo siguiente: [...] b) actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer; [...] e) tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer; f) establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos" (conf. causa P. 116.459, sent. de 26-III-2014).
Desde esa perspectiva, en referencia al papel que juegan los pronunciamientos judiciales, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido "Que el deber del Estado de respetar los derechos reconocidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, incumbe a cualquier poder y órgano, independientemente de su jerarquía, so pena de incurrir en responsabilidad internacional (Caso 'Última tentación de Cristo (Olmedo Bustos y otros)' Serie C 73, sentencia de 5 de febrero de 2001 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos). No se deja de apreciar entonces, que todos los órganos del Estado deben asumir los roles de garante (art. 1.1 Convención Americana), que a cada uno, de acuerdo a sus atribuciones constitucionales y legales, les corresponde. Así, entre 'las medidas de otra índole' que el Estado debe arbitrar para dar efectividad a los derechos reconocidos en la Convención (art. 2) se inscriben las sentencias judiciales" (CS, "García Méndez", sent. de 2-XII-2012, cons. 10).
En esa línea, según el art. 5 de la CEDAW, "Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres...". También la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1993, insta a los Estados a "Proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación nacional, castigar todo acto de violencia contra la mujer, ya se trate de actos perpetrados por el Estado o por particulares" (art. 4, apdo. c).
Igualmente esta Suprema Corte se ha expedido sobre la necesidad de lograr el establecimiento de un sistema de justicia permeable a las consideraciones de género, como garantía de no repetición (causa C. 118.472, sent. de 4-XI-2015, e.o.).
VII. Por lo expuesto, corresponde hacer lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto por la particular damnificada, dejar sin efecto la sentencia de la Sala Segunda de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Lomas de Zamora y devolver los autos a fin de que se dicte un nuevo fallo ajustado a derecho, sin dejar de examinar la vigencia de la acción penal (art. 496, CPP).
VIII. Por último, en el caso, en lo que hace a la regulación de los honorarios profesionales, y conforme los lineamientos sentados por esta Corte en el Acuerdo 3871, de 25-X-2017, resulta aplicable el régimen arancelario del decreto ley 8.904/77, a la luz de la observación efectuada por el Poder Ejecutivo al contenido del art. 61 de dicha ley -que establecía la aplicación del nuevo régimen a todos los procesos en los que, al tiempo de su promulgación, no exista resolución firme sobre regulación de honorarios- al considerar que la aplicación retroactiva de la misma podría vulnerar derechos adquiridos (conf. causa I-73.016, resol. de 8-XI-2017).
Voto por la afirmativa.
A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:
Concuerdo con el voto del colega ponente, doctor de Lázzari, con el alcance que surge del dictamen de la Procuración General, cuyas consideraciones hago propias (v. fs. 612/620 vta.), a efectos de no incurrir en repeticiones innecesarias.
En particular, en cuanto queda de manifiesto la arbitrariedad de los sentenciantes de ambas instancias de grado en la ponderación de los elementos de prueba, de conformidad con el sentido que a esa expresión ha conferido la Corte Suprema de Justicia de la Nación, pues no puede reputarse la sentencia atacada como derivación razonada del derecho vigente a tenor de las constancias comprobadas del caso; y que tal como sostiene la impugnante el fallo ha prescindido de un enfoque con perspectiva de género pese a que la particular damnificada especialmente abogó por la aplicación real ‑y no meramente enunciativa y dogmática- de la ley 24.632 que aprobó la Convención de Belem do Pará y de la ley 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales (v. fs. 429/430 vta.), según se expone en el voto al que acompaño.
Voto por la afirmativa.
La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó también por la afirmativa.
El señor Juez doctor Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó también por la afirmativa.
Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente
 S E N T E N C I A
Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador General, se hace lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto por la particular damnificada, se deja sin efecto la sentencia de fs. 443/447 pronunciada por la Sala II de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de Lomas de Zamora, y se remiten los autos al inferior a fin de que se dicte un nuevo fallo ajustado a derecho, sin dejar de examinar la vigencia de la acción penal (doctr. arts. 496 y concs., CPP).
Se difiere para su oportunidad la regulación de honorarios profesionales por los trabajos desarrollados ante esta instancia (art. 31 segundo párrafo, dec. ley 8.904/77 y Acuerdo 3871, de esta Corte, de 25-X-2017).
Regístrese y notifíquese. 
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